Exp. No. 1752-M-95.
No. 1493-96.PRIVATE 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.- San José, a las dieciocho horas cincuenta y un  minutos del veintisiete de marzo de mil novecientos noventa y seis.


Acción de Inconstitucionalidad promovida por MARIO AMADOR ZUÑIGA, en su condición de Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa "NUMAR, SOCIEDAD ANONIMA", contra el inciso f.) del artículo 23 y Transitorio Unico del Reglamento de Organización, objetivos y funciones de la Dirección General de la Tributación Directa, Decreto Ejecutivo número 21.427-H, de seis de julio de mil novecientos noventa y dos. Intervienen el Licenciado Farid Beirute Brenes, en su condición de Procurador General Adjunto y Jenny Phillips Aguilar, como Directora General de Tributación Directa.


Resultando:


1.- El accionante solicita se declare la inconstitucionalidad del inciso f.) del artículo 23 y Transitorio  Único del Reglamento de Organización, objetivos y funciones de la Dirección General de la Tributación Directa,  Decreto Ejecutivo número 21.427-H, de seis de julio de mil novecientos noventa y dos; por estimar que tales normas delegan en la Dirección General de la Tributación Directa la reglamentación de las leyes, distribución interna de competencias, así como la creación de servicios con o sin potestad de imperio, funciones que corresponden únicamente por ley, y en su defecto, deberían estar reservadas a un reglamento autónomo, pero no a un òrgano o acto administrativo de menor jerarquía; en virtud de lo cual se violentan los principios de reserva legal y de no delegación de funciones entre los Poderes del Estado, y escapa a la competencia del Poder Ejecutivo el determinar a quièn corresponde el pago de impuestos, de conformidad con lo establecido en los artículos 9, 121 inciso 13.) y 140 incisos 3.) y 18.) de la Constitución Política.

 
2.- El asunto previo de esta acción lo constituye el reclamo administrativo seguido ante la Dirección General de Tributación Directa -por oposición de cargos por concepto de cobro de impuesto sobre la renta-, que conoce en apelación el Tribunal Fiscal Administrativo.


3.- Por resolución de las ocho horas treinta minutos del diecinueve de octubre de mil novecientos noventa y cinco, se le dio curso a la acción, confiriéndosele audiencia a la Procuraduría General de la República y a la Dirección General de la Tributación Directa.


4.- El Licenciado Farid Beirute Brenes, en su condición de Procurador General Adjunto, contesta la audiencia concedida, y en primer término objeta la legitimación de la empresa accionante para promover esta acción, toda vez que la eventual declaratoria de inconstitucionalidad de las normas impugnadas, en nada beneficiaría o afectaría la posición de la empresa accionante en el proceso que le sirve de sustento a esta gestión. Así, el inciso f.) del artículo 23 del Decreto Ejecutivo número 21.427-H es una simple "disposición eco", por cuanto la posibilidad de la delegación es propia de toda relación jerárquica, según lo dispuesto en los artículos 89 y siguientes y 102 inciso e.) de la Ley General de la Administración Pública. Además, en el asunto previo, la intervención de la Administración de Grandes Contribuyentes no se verificó por delegación de atribuciones propias del Director General de la Tributación Directa, sino que fue el ejercicio directo de funciones encomendadas por otros incisos del mismo artículo 23 del reglamento impugnado; de manera que la Administración de Grandes Contribuyentes sólo se limitó a realizar los actos preparatorios en el procedimiento de determinación de los tributos, cuyo acto final fue adoptado directamente por la propia Dirección General mediante resolución número 4499/94, del diecinueve de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, conforme al artículo 141 del Código Tributario. Con respecto al Transitorio Unico, éste se refiere a las Administraciones Regionales Tributarias, y en el asunto previo no aparece involucrada actuación alguna de una dependencia de esta naturaleza. En cuanto al fondo, sostiene que no le asiste razón al promovente, ya que las normas reglamentarias impugnadas no presentan los vicios de inconstitucionalidad alegados, por cuanto no autorizan la transmisión de potestad de imperio alguna, propia de la Asamblea Legislativa o del Poder Ejecutivo; y únicamente se limitan a reconocer los poderes inherentes a todo jerarca de los órganos administrativos, en relación con la distribución del trabajo entre los funcionarios que los componen, en orden a procurar un eficaz desempeño de la organización que dirige y manda, y cuyos actos jurídicos mantiene bajo su esfera decisoria.


5.- Jenny Phillips Aguilar, en su condición de Directora General de la Tributación Directa, solicita que la Acción sea declarada sin lugar, por cuanto el Decreto y resoluciones impugnados están sujetos al ordenamiento jurídico. Así, en uso de sus facultades constitucionales y legales, el Poder Ejecutivo dictó el decreto impugnado, el cual regula la organización, objetivos y funciones de la Dirección General de la Tributación Directa, creando la administración tributaria regional, dada la necesidad imperiosa de regionalizar las funciones de esa Dirección para brindar un servicio más eficaz y eficiente, procurando una mayor cobertura y fiscalización de todos los contribuyentes ubicados en la respectiva administración regional, lo mismo que un trato especial, diferenciado para aquellos contribuyentes de mayor capacidad fiscal. La competencia dada por Ley -Código de Normas y Procedimientos Tributarios- a la Dirección General de la Tributación Directa no ha sido transferida a ninguna Administración Regional o a la Administración de Grandes Contribuyentes por el mecanismo de la delegación, por cuanto es exclusivamente la Dirección General, como jerarca administrativo, la que tiene la competencia de dictar el acto final que determina la carga impositiva, y la actuación de la Administración de Grandes Contribuyentes y la Administración Regional, resulta meramente preparatoria del acto determinativo del impuesto, y se constituyen en preresoluciones administrativas que no crean estado contra el contribuyente. Las competencias de la Dirección General -determinación, percepción y fiscalización de los tributos- es dada por disposición legal en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las cuales no han sido asumidas, ni por la Administración de Grandes Contribuyentes, ni tampoco por la Administración Regional. En lo que respecta al Transitorio Unico del decreto ejecutivo número 21.427-H, modificado por el artículo 4 del decreto ejecutivo número 23.096-H, de siete de abril de mil novecientos noventa y cuatro, señala que la jurisdicción territorial de las Administraciones Regionales se hará con fundamento en lo dispuesto en el decreto número 16-086-PLA, de quince de febrero de mil novecientos ochenta y cinco. En virtud de lo anterior, alega que no hay violación al principio de reserva legal, toda vez que en materia tributaria, éste se aplica a lo que se refiere el artículo 5 del Código Tributario, y en este caso no se está creando un impuesto nuevo, ni se modifican las tarifas impositivas, ni establecen procedimientos para la determinación particular de los tributos; por lo cual, no hay delegación de actuaciones que sean inherentes al Poder Legislativo.


6.- Los edictos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional fueron publicados en los Boletines Judiciales números 210, 211 y 212 del seis, siete y ocho de noviembre de mil novecientos noventa y cinco.


7.- El artículo 9 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional faculta a esta Sala para rechazar de plano, en cualquier momento procesal, toda gestión que resulte evidentemente improcedente.


Redacta el Magistrado Mora Mora, y;


Considerando:


I. DE LA ADMISIBILIDAD DE LA ACCION. Efectivamente tiene razón la Procuraduría General de la República al considerar que la Acción resulta inadmisible, toda vez que la eventual declaratoria de inconstitucionalidad de las normas impugnadas, en nada beneficia o afecta la posición de la empresa accionante en el procedimiento administrativo que le sirve de sustento de esta gestión. En el caso en estudio, con vista en el expediente que sirve de base a la Acción, se constata que mediante oficio A.G.C.-048-94, del once de marzo de mil novecientos noventa y cuatro, se procedió a comunicarle a la empresa accionante su condición de Gran Contribuyente, calidad que adquiría diez días hábiles después de notificada dicha nota, lo cual se hizo el quince de ese mes. El primero de setiembre de ese año, se comunicó la determinación de Oficio o Traslado de Cargos número FGC 59-94 de la Dirección General de la Tributación Directa, el cual fue impugnado por la accionante mediante escrito presentado el catorce de octubre siguiente, reclamo que rechazó la Dirección General mediante resolución número R-4499, por lo que interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo, el cual está pendiente de resolver. De lo anterior se concluye que la actuación de la Administración de Grandes Contribuyentes no se verificó por delegación de las atribuciones propias del Director General, sino en ejercicio directo de funciones encomendas a esta dependencia administrativa en los otros incisos del artículo 23 del reglamento impugnado:



"Para el cumplimiento de su objetivo, la Administración de Grandes Contribuyentes tendrá las siguientes funciones:


a.)
Ejecutar las políticas de cumplimiento voluntario para las obligaciones tributarias a los contribuyentes de mayor significación fiscal, establecidos por la Subdirección de Gestión.


b.)
Ejecutar los lineamientos de recaudación voluntaria, morosos, ejecutivas y de manejo a la Cuenta Integral Tributaria a los contribuyentes de mayor significación fiscal, establecidos por la Subdirección de Recaudación.


c.)
Ejecutar los planes de fiscalización a los contribuyentes de mayor significación fiscal, establecidos por la Subdirección de Recaudación. 


d.)
Ejecutar los lineamientos relacionados en materia jurídica, contable y pericial a los contribuyentes de mayor significación fiscal, establecidos por la Subdirección Técnica.


e.)
Ejecutar los lineamientos en cuanto al proceso de información, mantenimiento de los sistemas de información y custodia de los equipos de cómputo establecidos por la Subdirección de Informática.


f.)
Las demás que la Dirección delegue."


Por lo cual, la Administración de Grandes Contribuyentes únicamente se limitó a realizar los actos preparatorios en el procedimiento de determinación del tributo, que en este caso fue la determinación de tal categoría a la empresa accionante, cuyo acto final fue adoptado directamente por la propia Dirección General, en su condición de superior jerárquico, conforme a lo dispuesto en la ley. Con fundamento en lo anterior, la acción resulta inadmisible en este extremo, procediendo su rechazo de plano, al tenor de lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.


II.  Asimismo, la Acción resulta improcedente con respecto al Transitorio Unico del Reglamento de Organización, objetivos y funciones de la Dirección General de la Tributación Directa, por cuanto éste se refiere a la determinación de la Jurisdicción de las Administraciones Regionales Tributarias, y en el asunto que le sirve de sustento a esta gestión, no aparecen actuaciones de dependencias de esta naturaleza; por lo que, la Acción no constituye medio razonable para amparar los derechos e intereses considerados lesionados en el asunto principal, en los términos establecidos en el párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, debiendo rechazarse de plano también en este extremo la acción.


III. DE LA IMPROCEDENCIA DE LOS ALEGATOS DE LA IMPUNACION. Asimismo, esta gestión resulta improcedente e infundada, en razón de que el Reglamento de Organización, objetivos y funciones de la Dirección General de la Tributación Directa, Decreto Ejecutivo número 21.427-H, de seis de julio de mil novecientos noventa y dos, reformado por el Decreto Ejecutivo número 23-096-H, de siete de abril de mil novecientos noventa y cuatro, regula la organización interna de la Dirección General de la Tributación Directa, y no crea servicios con o sin potestades de imperio, según lo alegado por la empresa accionante; sino que se trata de un reglamento autónomo de trabajo, en el que se hace la distribución interna de las funciones encomendas por ley a esta Dirección dependiente del Ministerio de Hacienda; lo cual resulta constitucional y legalmente válido, de conformidad con lo establecido en el artículo 140 inciso 18.) de la Constitución Política:



"Son deberes y atribuciones que corresponden conjuntamente al Presidente de la República y al respectivo Ministro de Gobierno:



...



18.) Darse el reglamento que convenga para el régimen interior de sus despachos y expedir los demás reglamentos y ordenanzas necesarios para la pronta ejecución de las leyes;";

y siempre que se haga dentro de los límites establecidos en los artículos 89, 90, 91, 92 y 102 inciso e.) de la Ley General de la Administración Pública; de lo cual, se concluye, que el superior jerárquico podrá: "(D)elegar sus funciones y avocar las de inmediato inferior, ..."; cuando se trate de órganos de la misma clase, por razón de la materia, territorio y naturaleza de la función, siempre y cuando no se trate de potestades delegadas, ni se trate de delegaciones totales de las competencias esenciales del órgano que justifican su existencia; asimismo, el delegante tendrá siempre la obligación de vigilar la gestión del delegado. De tal modo, que las competencias encomendadas por ley -Código de Normas y Procedimientos Tributarios- a la Dirección General de la Tributación Directa,  de determinación, percepción y fiscalización de los tributos, no han sido transferidas a ninguna Administración Regional Tributaria o Administración de Grandes Contribuyentes; por cuanto es exclusivamente la Dirección General, como jerarca administrativo, la que tiene la competencia de dictar el acto final que determina la carga impositiva, y la actuación de la Administración de Grandes Contribuyentes y la Administración Regional resulta meramente preparatoria del acto determinativo del impuesto, y se constituyen en preresoluciones administrativas que no crean estado contra el contribuyente. Por resultar manifiestamente improcedentes e infundados los alegatos de inconstitucionalidad de las normas impugnadas, procede rechazar de plano la Acción, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.


Por tanto:

Se rechaza de plano la acción.

                  Luis Paulino Mora M.

                       Presidente

Jorge E. Castro B.
Luis Fernando Solano C.

Eduardo Sancho G.
Carlos M. Arguedas R.

Ana Virginia Calzada M.



   Hernando Arias G.

